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El SSI y la realidad económica del adulto mayor

E xisten muchos retos que debemos aten-

der para poder ofrecer apoyo a los adultos

mayores en Puerto Rico. Desde la década

de los 70 se ha estado escuchando que

llegaría el momento en que los adultos mayores

serían la población de mayor crecimiento en la isla:

pues ese momento llegó. El Censo del 2019 reportó

que 888,756 residentes de Puerto Rico tenían 60

años o más, lo que equivale a un 28 por ciento de la

población. Y nos preguntamos, ¿qué hemos pla-

nificado para la llegada de ese evento? La realidad

es que muy poco. El país no está preparado para

atender de manera adecuada las necesidades de

este sector.

La economía, tanto a nivel local como global, ha

sufrido un embate significativo y las consecuen-

cias las sufren los ciudadanos. El panorama para

un adulto mayor en este momento histórico es

serio y nefasto. El aumento en el costo de vida en

Puerto Rico es de un 3.3 por ciento anual, lo que

implica un aumento directo en el costo de los

servicios básicos necesarios para vivir. Lamen-

tablemente, un gran sector de la población de

adultos mayores cuenta con un ingreso fijo que no

le permite manejar esa inflación. El 43 por ciento

de nuestros viejos vive bajo el nivel de pobreza,

con un ingreso mensual promedio de $1,000. Es

imposible que puedan atender todas sus nece-

sidades con esa cantidad.

Debido a diversos factores como el edadismo

(discrimen por edad), la falta de oportunidades

laborales y las restricciones impuestas a los pen-

sionados, es muy difícil para un adulto mayor

encontrar un trabajo que le permita suplementar

su economía. ¿Qué se supone que hagan? La

mayoría vive en incertidumbre, consumidos por

la ansiedad, ya que constantemente tienen que

decidir si limitan su alimentación o sus medi-

c a m e nto s .

Es trágico que se le dé la espalda a una ge-

neración de puertorriqueños que levantó al

país. Tenemos un gobierno con problemas fis-

cales serios, y recientemente el Tribunal Su-

premo de Estados Unidos decidió que los re-

sidentes de Puerto Rico no cualifican para re-

cibir los fondos del Seguro Social Suplemen-

tario, a los cuales tendrían derecho las per-

sonas mayores de 65 años que viven bajo el nivel

de pobreza.

El gobierno tiene la responsabilidad de me-

jorar la calidad de vida de esta población his-

tóricamente marginada. Nos urge una política

pública que apoye la protección del adulto

mayor, medidas legislativas que velen por su

dignidad y sobre todo, fiscalización para ase-

gurar la efectividad en la implementación de

las mismas.

Si el estado sienta la pauta con un compromiso

firme y consistente, tanto el sector privado como

las organizaciones que componen el tercer sector

podrán ser más efectivos en su apoyo. El cambio

demográfico ya es una realidad, nuestros viejos no

pueden seguir esperando.

P U N TO
DE VISTA

Begoña Rivera Alonso
Directora de Salud Mental, Comprehensive Human Services Corp.

“Refo r m a ” laboral: salarios bajos y menor competitividad

L os salarios en el mercado se rigen por la

competitividad y creación de valor. Para

que un negocio pueda sostenerse en un

mercado competitivo, tiene que pagar a

sus empleados salarios competitivos. Si el negocio

no necesita ser competitivo para mantenerse ope-

rando, entonces los salarios tampoco necesitan

serlo; este fenómeno ocurre cuando los mercados

no son libres.

Los mercados no son competitivos cuando el

gobierno impone sobrerregulaciones que remue-

ven el atributo de más valor en los mercados libres,

su autorregulación.

El exceso de regulación se refleja en: permisos y

requisitos para hacer negocios, fijación de precios

para el acarreo comercial interno, impuestos al-

tos, leyes ocupacionales, leyes de subsidio cor-

porativo, leyes de protección del mercado y leyes

laborales. Esto limita el desarrollo del mercado y

causa que haya una baja apropiabilidad, lo que

lleva a bajos retornos de la actividad económica,

baja competitividad y bajos niveles de inversión y

e m p re s a r i s m o.

En el libre mercado, debido a la alta compe-

titividad, los participantes están continuamente

luchando por mantenerse relevantes; para ello,

tienen que ser innovadores y esto causa que haya

inversión, creación de nuevos y mejores empleos y

mejor compensación. En un mercado libre y com-

petitivo, el patrono y el empleado establecen cuál

será la compensación y en qué condiciones; el

patrono, evaluando libre y voluntariamente qué es

lo mejor para mantener su negocio competitivo; y

el empleado, determinando libre y voluntaria-

mente si su desempeño está siendo valorado co-

mo espera.

En Estados Unidos, el empleo es at will (a vo-

luntad). Los contratos de trabajo establecen que el

empleo es por un período de tiempo indefinido y

puede ser rescindido por el empleador o el em-

pleado, en cualquier momento.

Múltiples estudios han demostrado que los

mercados laborales con normas de empleo a vo-

luntad tienen mayor inversión, innovación, com-

petitividad y mejores salarios. Puerto Rico es la

única jurisdicción de EE.UU. que no tiene empleo

a voluntad.

Este tipo de política pública desincentiva el em-

prendimiento y la innovación.

Un mercado laboral libre crea las condiciones

para mejores salarios y beneficios; de no serlo, no

se estarán cotizando en el mercado mejores opor-

tunidades, empleos y salarios para los empleados.

La ley laboral en Puerto Rico impide a los em-

presarios tomar las decisiones gerenciales que en-

tiendan pertinentes para ser competitivos y limita

las oportunidades de los trabajadores de acceder a

un mayor número de oportunidades (y a mejores

postores) basándose en sus talentos, méritos y de-

sempeño profesional.

Es posible que, por la temporera inyección de

fondos federales (no de la actividad económica pro-

ductiva), sigamos manteniendo al mercado enga-

ñado unos cuantos años más y que la función de

autorregulación y eficiencia no sea necesaria para

poder evaluar el resultado de nuestra política pú-

blica laboral actual; pero cuando necesitemos la

innovación y el esfuerzo para crear valor y, con ello,

mejores empleos, la ley laboral impondrá signi-

ficativas restricciones y limitaciones a las empresas

y sus empleados. Cuando eso ocurra, deberá ser a

los políticos y no al mercado a quienes hagamos

re s p o n s ab l e s .

P U N TO
DE VISTA

Jorge L. Rodríguez
Presidente del Instituto de Libertad Económica para Puerto Rico

“
Nos urge una política
pública que apoye la
protección del adulto

mayor, medidas legislativas
que velen por su dignidad
y sobre todo, fiscalización
para asegurar la efectividad
en la implementación
de las mismas”

“
Múltiples estudios
han demostrado que
los mercados

laborales con normas de
empleo a voluntad tienen
mayor inversión, innovación,
competitividad y mejores
salarios. Puerto Rico es la
única jurisdicción de EE.UU.
que no tiene empleo a
voluntad. Este tipo de política
pública desincentiva
el emprendimiento
y la innovación”
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